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“Es tiempo
de mujeres”, lan-
zó Claudia Shein-
baum al asumir
como la primera
Pres identa de
México, después
de ganarle la elec-
ción a otra mujer,
un escenario que
parecía imposible
en el país de los
“mero machos”. Pero pudo hacerlo,
claro que impulsada por un expresi-
dente populista con rasgos bastante
autoritarios, que quiso cambiar la
institucionalidad en seis años. Shein-
baum prometió seguir la tarea de Ló-
pez Obrador (AMLO), quien jura
que la dejará gobernar sin interferen-
cias, porque él se retira a su fundo en
Chiapas. 

¿Dejará AMLO de intervenir en
la vida política mexicana? Difícil cre-
erlo. Por ahora, Sheinbaum repite in-
cansablemente
que su “gobierno
humanista” es de
continuidad, pero
que ella tiene un
estilo propio, que
g o b e r n a r á d e
acuerdo con “sus
principios y obje-
tivos” y con las mujeres, porque ella
“no llega sola” al poder, sino con “to-
das”. Algo de eso reflejó en su gabi-
nete, donde, por un lado, hay pari-
dad, pero por el otro, una gran pre-
sencia de personeros del anterior ré-
gimen, un signo de la intención de
blindar las políticas de López Obra-
dor. Ello se ve en Hacienda y en otras
secretarías clave, donde los funciona-
rios retuvieron sus cargos, o rotaron,
después de la transición. Operadores
políticos de AMLO quedaron en
puestos de primera y segunda línea,
con lo cual, a pesar del discurso, se
nota su voluntad de mantener el con-
trol, aunque sea remoto.

Es significativo que Morena, el
partido que tiene una aplastante ma-

yoría en el Congreso, esté liderado
por alguien de la total confianza de
AMLO, acompañado de su hijo An-
drés Manuel López Beltrán, como se-
gundo de a bordo. Difícil pensar que
Sheinbaum tenga la libertad para
ejercer la Presidencia a su pinta. Qui-
zás sus convicciones estén genuina-
mente en línea con las de AMLO, al
menos así lo aparenta en sus declara-
ciones sobre la polémica reforma ju-
dicial y en las repetidas conferencias
de prensa mañaneras, donde ya co-
menzó a denostar al periodismo in-
dependiente por supuestas fake news,
que no son sino noticias que disgus-
tan al gobierno.

Mostrar un camino propio no
parece ser la principal preocupación
de la Presidenta. Son demasiados los
desafíos que tiene por delante: una
economía debilitada, servicios de sa-
lud y educación en crisis, y, sobre to-
do, una situación de violencia crimi-
nal que azota todo el país, con foco

actualmente en Si-
naloa, donde la
guerra entre ban-
das tiene a la po-
blación aterrada.
Sheinbaum anun-
ció un plan de se-
guridad. Sin usar
la frase “abrazos y

no balazos” de AMLO, dijo que pon-
drá “atención a las causas” de la vio-
lencia, que serían socioeconómicas y
de justicia. Pero en la práctica, su es-
trategia en terreno es similar a la de
AMLO: más efectivos de la Marina y
el Ejército en las calles, y una militari-
zada Guardia Nacional que todavía
no logra las capacidades de inteligen-
cia y de investigación que se requie-
ren para una lucha eficaz contra las
mafias. El sexenio de AMLO terminó
con un récord de asesinatos que trató
de esconder en cifras maquilladas. La
Presidenta necesita mucho más que
seguir a su mentor para resolver el
drama de la violencia en México.

C O L U M N A  D E  O P I N I Ó N
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Si desea comentar esta columna, hágalo en el blog.

Por
Tamara Avetikian

Los graves incidentes que se han registrado en di-
versos recintos de atención de salud han movido
a las autoridades a estudiar toda clase de suge-
rencias para otorgarle más seguridad al personal.

El Ministerio de Salud ha creado un Sistema de Reporta-
bilidad de Agresiones al Personal de Salud, el que en poco
más de ocho meses registraba más de 7 mil episodios, es
decir, más de 25 por día. Naturalmente, ello debe inquie-
tar a las autoridades y al país entero, pues revela una des-
composición de la naturaleza de las relaciones sociales.
En el último tiempo, además, se ha sumado un recrudeci-
miento de la violencia con-
tra los pacientes de parte de
quienes los agreden y pro-
vocan la consulta en los ser-
vicios de salud. Si bien —se-
gún la Organización Mundial de la Salud— las agresio-
nes contra los trabajadores del sector van aumentando en
todo el mundo, las cifras chilenas son increíblemente al-
tas, pues en otros países la alarma ha saltado cuando se
supera una agresión al día. Para hacer las cosas más deli-
cadas aún, la mayoría de los ataques registrados en el
mundo afectan a trabajadoras mujeres. 

La ministra de Salud ha propuesto que se estudie la po-
sibilidad de instalar vigilantes privados, presumiblemente
armados, puesto que no serían guardias como los actuales.
Se trata de una medida desesperada, como podrá apreciar-
se, solo explicable por la gravedad de la situación y la falta
de vigilancia policial. En otros países, y también en Chile, se
ha planteado realizar esta vigilancia con efectivos militares,
por cuanto los hospitales y las postas forman parte de la
infraestructura crítica. Pero en todo el mundo la participa-

ción de los militares se considera solo ante el fracaso poli-
cial, sea por escasez de personal o por falta de efectividad.

La preocupación de la ministra es enteramente en-
tendible, pero en principio no le debería corresponder a
ella estar dedicada a pensar los métodos para proteger a
su personal, pues claramente eso es responsabilidad del
Ministerio del Interior y Seguridad Pública. Algo similar
podría decirse, por ejemplo, del ministro de Educación,
cuya tarea debe centrarse en lo educativo y no dedicarse a
la protección de los profesores, también víctimas hoy de
las agresiones de padres y apoderados. La ministra del

Interior, consultada sobre el
caso, ha informado que con-
templan varias posibilida-
des, pero que ya han descar-
tado los detectores de meta-

les en los hospitales y estudian otros sistemas, como áreas
blindadas, sistemas de cámaras y otros elementos. 

Los guardias privados pueden ayudar en algunos ca-
sos, pero la experiencia en centros comerciales y bancos pa-
rece demostrar que no logran impedir los asaltos u otras
formas de violencia. Si los carabineros tienen tantas trabas
para disparar ante evidencias concretas de amenazas a la
vida, no se comprende por qué los guardias privados actua-
rían en forma más decidida. Después de todo, Carabineros
representa a la sociedad entera y es una institución presti-
giada entre la población, por lo que el carabinero puede sen-
tirse respaldado, lo que difícilmente podrá sentir un vigi-
lante. La tarea de resguardar a la población le corresponde a
la policía y no parece lo más juicioso estar cubriendo sus
insuficiencias con otros funcionarios, aislados, que depen-
dan de los jefes de cada uno de los servicios de salud.

Se trata de una medida desesperada, solo

explicable por la gravedad de la situación. 

Vigilantes privados en los hospitales

Sectores del Socialismo Democrático suelen referir-
se —no sin cierta condescendencia— al inmenso
“aprendizaje” realizado por los jóvenes frenteam-
plistas. Según ese discurso, la llegada al Gobierno

habría llevado a dichos jóvenes a abandonar las posturas
ideológicas radicalizadas y asumir una actitud de Estado
y un pragmatismo que presidirían sus decisiones. Omite
generalmente ese análisis un detalle: la estrepitosa derro-
ta sufrida por el oficialismo con el rechazo al proyecto
constitucional de la Convención, que los obligó a renun-
ciar a sus ambiciones refundacionales (no debe olvidarse
que el exministro Jackson llegó a
definir esa nueva Constitución
como requisito sine qua non para
implementar el programa de Ga-
briel Boric). Pero más allá de tales
precisiones, la presentación de la propuesta de nuevo sis-
tema de financiamiento estudiantil para la educación su-
perior (FES) obliga a revisar la tesis del “aprendizaje”.

En efecto, la iniciativa retoma ideas que se remontan a
los orígenes del frenteamplismo. Ya en 2013, el abogado
Fernando Atria —uno de los ideólogos del sector— y la eco-
nomista Claudia Sanhueza —actual subsecretaria de Rela-
ciones Económicas Internacionales— publicaban un artícu-
lo en el que proponían la fórmula de un impuesto a los gra-
duados como mecanismo de financiamiento estudiantil. La
propuesta difería en varios aspectos del actual proyecto del

Gobierno —de partida, se planteaba como el camino para
sostener un sistema de gratuidad, que por entonces no exis-
tía para ningún decil de ingresos—, pero es evidente su si-
militud en un punto sustancial: el establecimiento de un
modelo en que el costo total de la matrícula es asumido por
el Estado (sin posibilidad de copago), a cambio de lo cual los
egresados quedan obligados a pagar un tributo, indepen-
dientemente de la cuantía del aporte recibido.

Se han advertido en estos días los problemas que esta
fórmula involucra en términos de afectación de la auto-
nomía de los planteles y de debilitamiento de proyectos

académicos, así como el efecto de
que algunos profesionales termi-
narían pagando varias veces los
costos reales de sus carreras.
Atria y Sanhueza, sin embargo,

fundamentaban su iniciativa en la idea de avanzar hacia
un “régimen de lo público” en este ámbito, uno de los
conceptos más acariciados por el frenteamplismo y que
acompañó las protestas estudiantiles de principios de la
década pasada, aquellas en que hicieron su estreno las
principales figuras del sector. Algunos han querido ver
—equivocadamente— similitudes entre este proyecto y
el que impulsara el presidente Piñera. Mucho más evi-
dente, sin embargo, es el vínculo entre esta iniciativa y un
enfoque ideológico, al parecer, resistente a cualquier
“aprendizaje”.

El enfoque ideológico parece resistirse

a los “aprendizajes”.

El FES y el frenteamplismo

Quienes visiten Zaragoza encontrarán
que las cortes de Aragón sesionan en un
palacio de origen árabe que data del siglo
XI y fue asiento de
la corte de uno de
los reyes de taifas
surgidos tras des-
moronarse el califa-
to omeya de Córdo-
ba, en 1031. Con sus
numerosas recons-
trucciones y los ava-
tares propios de
guerras y contien-
das, todavía conser-
va su condición de
testimonio de la ar-
quitectura hispano
árabe mudéjar y es comparable a la mez-
quita de Córdoba o la ciudadela de la Al-
hambra, en Granada.

En él residieron los reyes de Aragón
tras la reconquista cristiana de la ciudad,
en 1138, y lo usaron también los Reyes Ca-

tólicos en 1492, ese annus mirabilis de la
historia ibérica. En 1931 fue declarado
monumento histórico y constituye parte

del patrimonio his-
tórico de la humani-
dad.

Para el discreto
Critilo, visitar monu-
mentos históricos
no solamente es di-
versión deleitable.
También constituye
ocasión de rememo-
rar pasados que no
todo el mundo admi-
ra o aprecia, pero
que son esenciales
para comprender el

presente. Verdad es, y evidente, que el vi-
sitante agrega sus propias percepciones
a lo que ve, pero el valor del pasado reside
en ser inspiración para el futuro.

D Í A  A  D Í A

Palacio de la Aljafería
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E N F O Q U E S  I N T E R N A C I O N A L E S

De Lula a Diosdado, el apoyo internacional
Este mismo argumento es el que el

gobierno ha usado para buscar respal-
do internacional. La Cancillería acudió
a la Corte Interamericana de Derechos
Humanos, pidiendo que intervenga
con medidas cautelares a favor de Pe-
tro. “Se ha desconocido el fuero que
como derecho le asiste al Presidente.
Ha derivado en un proceso que busca
su destitución”, señaló el vicecanciller,
quien agregó que “se quiere burlar por
mecanismos políticos la elección pre-
sidencial y el voto popular. Le decimos
al mundo que la democracia en Co-
lombia está en peligro”. 

Así, Petro se presenta como víctima
de una persecución política, y no como

parte de una institucionalidad demo-
crática que requiere de transparencia
en las actuaciones públicas. El Presi-
dente, en vez de abrir sus libros y pre-
sentar pruebas para despejar dudas
sobre eventuales irregularidades, pre-
fiere victimizarse. Dice defender la
institucionalidad amenazada, pero na-
die está por sobre la ley, y con su actua-
ción, llamando al “pueblo a la calle”,
parece querer desviar la atención, evi-
tar que se siga investigando.

En este afán de culpar a la oposi-
ción, una derecha que usaría el lawfa-
re (empleo político de los mecanis-
mos judiciales) en contra de los “re-
presentantes del pueblo”, Petro ha

conseguido el apoyo irrestricto de
presidentes latinoamericanos de iz-
quierda, como Lula da Silva, el boli-
viano Luis Arce, Xiomara Castro
(Honduras) y, cómo no, la recién asu-
mida Claudia Sheinbaum, quien soli-
darizó con el “único gobernante pro-
gresista que ha tenido Colombia”. Es-
te frente unido de la izquierda lati-
noamericana está formado por los
mismos líderes que no han condena-
do los atropellos descarados de los
derechos humanos y la democracia
en Venezuela, dictadura que a través
de su ministro de Interior, Diosdado
Cabello, envió todo su respaldo y so-
lidaridad al mandatario colombiano.

Por una mayoría de siete contra dos,
el Consejo Nacional Electoral decidió
formular cargos por violación al límite
de financiamiento de la primera y se-
gunda vuelta de las últimas elecciones
presidenciales colombianas, en una in-
vestigación que involucra, además, al
exgerente de campaña Ricardo Roa,
hoy presidente de la estatal colombia-
na Ecopetrol, y a otras tres personas. 

El Presidente recibió muy mal la
decisión del ente electoral. La consi-
deró “arbitraria”, una “ruptura cons-
titucional” y “el primer paso para un
golpe de Estado”, del que acusa a “la
clase política tradicional”, que se sien-
te “herida porque no permito que se
lleven el erario”, que se “hagan nego-
ciados que perjudiquen al pueblo”. El
objetivo de esta supuesta maniobra
opositora sería “asustarme, o asustar
al pueblo, o en definitiva, tumbar-

me”, ha dicho el exguerrillero, quien
llamó a los colombianos a defenderlo.
“Si van a tumbarnos, vamos por el po-
der”, agregó, sin explicar qué signifi-
ca esa expresión. En todo caso, fue ex-
plícito en decir que una “asamblea na-
cional popular” ya está coordinando a
las principales organizaciones socia-
les para protestar “en fases, a lo largo
de los próximos meses”, una convo-
catoria que hace temer un nuevo esta-
llido de violencia.

La preocupación de Petro es que la
causa pueda derivar en un proceso de
destitución. Esto, porque la Constitu-
ción señala que una violación com-
probada de los topes de financia-
miento puede ser sancionada con la
pérdida del cargo. A su vez, la ley que
reglamenta esto autoriza al CNE a re-
visar y auditar las cuentas, con casti-
gos que van desde multas hasta la re-

ferida pérdida del puesto. En el caso
del Presidente, sin embargo, esto solo
puede decidirlo el Congreso. En efec-
to, el Consejo no tiene atribuciones
para sancionar al mandatario, pero sí
puede derivar el proceso a la Comi-
sión de Acusaciones de la Cámara Ba-
ja, la cual —por alguna “afrenta gra-
vísima”, según lo estipuló la Corte
Constitucional— puede dar inicio a
un proceso de destitución. Este supo-
ne un largo camino, pues requiere
aprobación del pleno de la Cámara y,
luego, de la Corte Suprema.

Petro no parece dispuesto a arries-
gar ni el mínimo avance en ese sentido.
Acusa al CNE de estar “infiltrado por
los mismos politiqueros que han go-
bernado durante décadas”, y que quie-
ren desconocer el voto de once millo-
nes de colombianos que lo eligieron
democráticamente.

La “víctima” Petro
La mejor defensa es el ataque, parece ser la máxima del Presidente colombiano, Gustavo Petro,
quien ante una investigación del Consejo Nacional Electoral por gastos excesivos en su campaña de
2022, llama a la movilización popular para “dirimir el caso en la calle”. 

Un hijo problemático
A la formulación de cargos por el

Consejo Electoral se suma el proceso
contra Nicolás Petro, hijo del Presi-
dente, quien el año pasado fue dete-
nido tras una denuncia de su exespo-
sa, sobre dineros recibidos supuesta-
mente para la campaña presidencial,
los que habrían sido desviados para
el uso personal de la pareja. Está en

libertad, acusado de enriquecimien-
to ilícito y lavado de activos.

Este mes se completarán las au-
diencias preparatorias del juicio. En
un primer momento, Nicolás decla-
ró que el Presidente estaba al tanto
de los dineros, los que habrían sido
aportados por empresarios de cues-
tionada probidad, incluido un ex-

narco que cumplió una condena en
EE.UU. Más tarde, el hijo de Petro
señaló que fue presionado para con-
fesar, lo cual terminó con un cambio
de fiscal. Tanto este caso como el
proceso del CNE pueden tomar
tiempo, por lo que no se descarta que
el escándalo acompañe al gobernan-
te hasta el fin de su período, en 2026.

¿ Y  S I  N O . . . ?

—Yo no sé si esta sea la mejor fórmula para resolver los problemas del CAE.
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